
I.C.A. de Valpara so.í

Valpara so, nueve de enero de dos mil veinticuatro.í
Vistos:
A folio  1,  comparece  Christian  Mu oz  Silva,  abogado,  quienñ  

interpone recurso de protecci n en favor de ó Mario Virgili Robles, en 
contra de la  Ilustre  Municipalidad  de  Algarrobo, por la dictaci nó  
del decreto alcaldicio N  2082, del a o 2022, en virtud del cual se° ñ  
aplica la medida disciplinaria de destituci n al actor, y en contra de laó  
Contralor a  Regional  de  la  Rep blica  de  la  Regi n  deí ú ó  
Valpara soí , por haber rechazado el reclamo interpuesto en contra del 
referido decreto alcaldicio que lo destituy , hechos que transgreden eló  
derecho a la igualdad ante la ley y el debido proceso, protegidos en los 
numerales 2 y 3 de la Constituci n Pol tica.ó í

Explica  que  el  recurrente  ingres  a  prestar  servicios  en  laó  
Municipalidad  de  Algarrobo  en  el  a o  2007,  bajo  r gimen  añ é  
honorarios,  y que a contar  del  a o 2011,  lo  empez  a realizar  enñ ó  
calidad  a  contrata.  Relata  que  en  la  municipalidad  existen  dos 
asociaciones de funcionarios, la primera AFUMUALG  que re ne a“ ” ú  
funcionarios administrativos y la segunda AFAMA , donde se agrupan“ ”  
funcionarios  de  talleres,  aseo  y  otros.  A ade  que  en  esta  ltimañ ú  
agrupaci n,  el  recurrente  tuvo la calidad de dirigente  desde el  a oó ñ  
2015 y hasta la ltima elecci n de 2023, detallando que, desde el a oú ó ñ  
2020 se le han iniciado sucesivos sumarios administrativos, todas dentro 
de la administraci n del alcalde Y ez.ó áñ

Sostiene que, en dicho escenario, se inici  investigaci n sumariaó ó  
en su contra, que luego se elev  a sumario administrativo, fundado enó  
haber realizado declaraciones de car cter injurioso en contra de Luisá  
Quezada Navia, coordinador del taller municipal, el d a 23 de marzoí  
del  2021,  atribuy ndole  la  comisi n del  delito  de  robo,  adem s  deé ó á  
haberse reunido con funcionarios efectuando comentarios en contra de 
funcionarios  tild ndolos  de  sinverg enzas  y  ladrones ,á “ ü ” “ ”  
desvalorizando su trabajo.

Alega que los cargos que se le imputaron, no tienen la gravedad 
suficiente para fundamentar una sanci n de destituci n, la que resultaó ó  
desproporcionada  y  arbitraria,  resultando  desalentador  que  la 
Contralor a se escude en que es la autoridad que aplica la sanci n, laí ó  
nica que est  facultada para ponderar la prueba y la proporcionalidadú á  

de la sanci n, y que argumente que a ellos solo les corresponde haceró  
una revisi n formal del procedimiento.ó

Por otro lado, argumenta que al actor se le han iniciado tres 
procedimientos  sumariales,  el  primero en el  mes de mayo de 2020, 
donde  fue  sancionado con la  medida  de  suspensi n  del  empleo,  eló  
segundo el sumario que se cuestiona por esta v a, iniciado en enero deí  
2022, y el tercer sumario que fuese ordenado en el mes de mayo de 
2022, todos destinados a impedirle al actor desarrollar sus actividades 
como dirigente gremial.

Afirma que los cargos que se le imputan, no se condicen con la 
gravedad de la sanci n impuesta, considerando adem s que posee laó á  
calidad de dirigente gremial, con goce del fuero se alado en el art culoñ í  
25 de la Ley 19.926.
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En cuanto a la medida adoptada en su contra, sostiene que en su 
caso se opt  por una sanci n desproporcionada, ya que existen otrosó ó  
funcionarios que cometieron actos il citos y que no fueron destituidos,í  
como por ejemplo con el caso del encargado de las redes sociales del 
municipio,  quien  adulter  un  documento  para  sostener  que  eraó  
comunicador  audiovisual  y  as  pasar  a  tener  la  calidad  a  contrata,í  
quien a n contin a desempe ando sus funciones en la municipalidad.ú ú ñ

Solicita que se acoja el recurso y se ordene su reincorporaci n,ó  
con el consecuente pago de las remuneraciones y derechos inherentes 
al cargo, con costas.

Acompa a  resoluci n  emitida  por  la  Contralor a  Regional  deñ ó í  
Valpara so, de fecha 26 de septiembre de 2023.í

A folio  5,  informa  la  Ilustre  Municipalidad  de  Algarrobo, 
dando cuenta que los cargos imputado al actor son por haber se aladoñ  
a  las  13:30  horas  del  d a  23  de  marzo  de  2021,  en  el  Estadioí  
Municipal de Algarrobo y frente a otros cinco funcionarios, que Luis 
Quezada era responsable del robo de fierro del taller municipal, que 
vendi  contenedores  cargados  con elementos  de  fierro,  que  exist anó í  
arreglos  con los repuestos, que los Quezada eran unos maricones,“ ”  

adem s,  de  proferir  insultos  a  Segundo  Quezada  y  afirmando  queá  
gastaron ocho millones de pesos en la reparaci n de una camionetaó  
marca Amarok, que dicha reparaci n no costaba ese monto y que eló  
funcionario Luis Quezada se qued  con el dinero.ó

Afirma que, aun cuando las imputaciones que se reprochan al 
funcionario se hubieran verificado en una reuni n de car cter gremial,ó á  
son igualmente il citas y reprochables, y seg n la prueba recogida en elí ú  
expediente, no se logra apreciar que haya alguna conexi n entre susó  
dichos y la funci n gremial que ejerce.ó

Con relaci n al proceso disciplinario que se cuestiona por estaó  
v a, explica que, mediante Decreto Alcaldicio N  2082, de fecha 30 deí °  
mayo  de  2022,  se  aplic  la  medida  disciplinaria  de  destituci n,ó ó  
contenida en el art culo 123 de la Ley 18.883, y por contar con laí  
calidad de dirigente gremial a la fecha de la aplicaci n de la medida,ó  
de conformidad a lo dispuesto en el art culo 25 de la Ley 19.296, sobreí  
Asociaciones  de  Funcionarios  de  la  Administraci n  del  Estado,  laó  
medida fue a la Contralor a General de la Rep blica, organismo queí ú  
ratific  la sanci n, rechazando el reclamo presentado por Mario Virgilió ó  
Robles,  al  verificar  que  no  existi  ilegalidad  alguna  durante  laó  
tramitaci n del sumario.ó

En cuanto a la falta de proporcionalidad de la medida, sostiene 
que  corresponde  a  la  Administraci n  la  valoraci n  de  la  pruebaó ó  
incorporada al  procedimiento disciplinario e indica adem s- que la– á  
ponderaci n de los hechos, la determinaci n de la gravedad y grado deó ó  
responsabilidad que en ellos tiene el inculpado, queda entregada a tales 
autoridades. Adem s, sostiene que cuando es la ley la que asigna unaá  
sanci n  espec fica  para  una  determinada  infracci n,  como  aconteceó í ó  
respecto  de  la  vulneraci n  al  principio  de  probidad,  la  autoridadó  
edilicia  se  encuentra  en  el  imperativo  de  disponerla,  citando  un 
dictamen de la Contralor a en tal sentido.í

En cuanto al sumario en contra del funcionario que hizo uso de 
un  t tulo  profesional  falso,  arguye  que  este  fue  destituido  medianteí  
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decreto  alcaldicio  de  fecha  23  de  marzo  de  2023,  a adiendo  que,ñ  
respecto del ltimo sumario llevado a cabo en contra del actor, iniciadoú  
por una denuncia por malos tratos presentada por un funcionario, el 
se or Virgili fue sobrese do el 11 de octubre de 2023, lo que demuestrañ í  
la  imparcialidad  y  la  aplicaci n  del  debido  proceso  por  laó  
administraci n, en todos los procesos disciplinarios.ó

Solicita el rechazo del recurso, con costas, y acompa a copia delñ  
expediente  sumarial,  oficio de la Contralor a por el  cual rechaza elí  
reclamo presentado por el actor y ratifica la sanci n de destituci n.ó ó

A folio  7,  informa la  Contralor a  Regional  de  Valpara soí í , 
dando  cuenta  del  proceso  llevado  a  cabo  en  contra  del  actor, 
explicando que luego de analizados los antecedentes, se desestim  eló  
reclamo del  interesado,  ya  que en el  procedimiento  disciplinario  se 
respet  su derecho a defensa; las conductas que le fueron atribuidas enó  
la formulaci n de cargos resultaron comprobadas; la ponderaci n deó ó  
las  conductas  atribuidas  al  recurrente  fueron  descritas  en  la 
formulaci n de cargos, y que la determinaci n de su gravedad resultaó ó  
ser el ejercicio de una atribuci n privativa de la autoridad edilicia.ó

Alegan que del an lisis de las peticiones contenidas en el recurso,á  
se  logra  determinar  que  lo  solicitado  es  competencia  de  la 
Municipalidad de Algarrobo y no de la Contralor a, considerando queí  
ellos  no instruyeron  ni  tramitaron el  procedimiento  disciplinario,  ni 
tampoco adoptaron la decisi n de poner t rmino a la relaci n laboraló é ó  
del recurrente, y tal es as  que se solicita que se deje sin efecto el actoí  
que dispuso la  destituci n del  cargo,  lo cual  nicamente podr a seró ú í  
efectuado por el municipio.

Por otro lado, se argumenta que el recurso de protecci n no esó  
un medio id neo para impugnar un procedimiento reglado, como es eló  
caso de un sumario, ya que las normas que regulan su tramitaci nó  
contienen  todos  los  elementos  necesarios  para  configurar  un debido 
proceso y asegurar una adecuada defensa del sumariado, sin que sea el 
recurso  de  protecci n  un  medio  de  impugnaci n  para  solucionaró ó  
conflictos  que  se  encuentren  sometidos  a  normas  y  procedimientos 
perfectamente establecidos y entregados al conocimiento de organismos 
competentes.

En cuanto a la proporcionalidad de la sanci n, reitera que laó  
determinaci n de la gravedad y el grado de responsabilidad que en losó  
hechos tienen los inculpados, son aspectos que deben ser apreciados 
por el fiscal y por la autoridad sancionadora y no le corresponde a la 
Contralor a sustituir a la administraci n en dicho examen, sin perjuicioí ó  
de la facultad de objetar la determinaci n adoptada si del examen deló  
expediente  se  observa  alguna  infracci n  al  debido  proceso,  a  laó  
normativa  que  regula  la  materia,  o  bien,  una  decisi n  de  car cteró á  
arbitraria, cuesti n que no se verific  en la especie, y las conductas queó ó  
le  fueron  atribuidas  al  se or  Virgili  en  la  formulaci n  de  cargos,ñ ó  
resultaron  debidamente  comprobadas,  sin  que  se  advierta 
irregularidades que deban ser objetadas.

En  cuanto  a  la  ponderaci n  de  las  conductas  atribuidas  aló  
recurrente,  contenidas  en  la  formulaci n  de  cargos,  sostienen  queó  
aquellas  fueron  calificadas  en  el  decreto  alcaldicio  como  de  una 
gravedad  que  solo  admite  la  medida  disciplinaria  m s  gravosa  delá  
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Estatuto Administrativo, pues es la ley la que establece la procedencia 
de la destituci n ante las infracciones en que incurri  el actor, puesó ó  
constituye  una  falta  grave  al  principio  de  probidad  administrativa 
contemplado  en  el  art culo  52  de  la  Ley  18.575,  siendo  el  incisoí  
segundo del art culo 123 de la Ley 18.883, la que establece que laí  
medida  disciplinaria  de  destituci n  procede  s lo  cuando  los  hechosó ó  
constitutivos  de  la  infracci n  vulneren  gravemente  el  principio  deó  
probidad administrativa, y en una serie de casos, dentro del cual se 
encuentra la conducta del actor, en la letra c), en relaci n a la letra l)ó  
del  art culo  82,  esto  es,  realizar  cualquier  acto  atentatorio  a  laí “  
dignidad de los dem s funcionarios ( ) .á … ”

En lo que respecta a la juridicidad del decreto que impuso al 
actor  la  medida  de  destituci n,  arguye  que  el  hecho  de  que  unaó  
persona  funcionaria  goce  del  fuero  gremial  establecido  en  la  Ley 
19.296,  no  limita  la  posibilidad  de  que  sea  sancionada 
disciplinariamente por incurrir en infracciones administrativas.

A folio 8, se trajeron los autos en relaci nó .
Previo  al  inicio  de  la  audiencia,  el  recurrente  acompa añ  

resoluci n  de  30  de  mayo  de  2022ó ,  que  rechaz  recurso  deó  
reposici n  en  contra  del  Decreto  Alcaldicio  que  impuso  la  medidaó  
disciplinaria de destituci n.ó

Considerando:
Primero:  Que  el  recurso  de  protecci n  tiene  por  finalidadó  

restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci n deló  
afectado que, por causas de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, 
sufra privaci n, perturbaci n o amenazas en el leg timo ejercicio de losó ó í  
derechos y garant as establecidas en el art culo 19 de la Constituci ní í ó  
Pol tica de la Rep blica.í ú

Segundo: Que, del an lisis del recurso, lo que cuestiona el actor,á  
es que no existi  proporcionalidad entre el  hecho por el  cual se leó  
formularon  cargos  y  la  medida  de  destituci n  que  finalmente  fueó  
adoptada por el Alcalde, pues considera que no era procedente aplicar 
la m xima sanci n disciplinaria en su caso, adem s de cuestionar a laá ó á  
Contralor a  Regional  de  Valpara so,  por  no  reparar  en  la  falta  deí í  
proporcionalidad, limit ndose a verificar aspectos formales.á

Tercero:  Que, del an lisis del expediente sumarial, se apreciaá  
que no se ha producido la situaci n de desproporcionalidad reclamadaó  
por el actor, en el entendido que, con fecha 18 de abril de 2022, luego 
de la incorporaci n de documentos, de las declaraciones de testigos yó  
del recurrente, se le formularon cargos por infringir la prohibici n deló  
art culo 82 letra l) de la Ley 18.883, al realizar actos atentatorios a laí  
dignidad de los dem s funcionarios, lo que es coherente con la medidaá  
de destituci n adoptada,  en el  entendido que el  art culo 123 de laó í  
referida ley, contempla esta medida disciplinaria cuando se infringe el 
principio de probidad administrativa, y en una serie de otros casos, 
entre los cuales se encuentra la infracci n a lo dispuesto en la letra l)ó  
del art culo 82, justamente cuando se ejecutan actos atentatorios a laí  
dignidad de los dem s funcionarios. á

En efecto, tal como se lee del expediente sumarial, estos cargos 
fueron  imputados  al  recurrente,  por  haber  involucrado  al  se orñ  
Quezada y a otros funcionarios, en la comisi n de una serie de il citos,ó í  

Código: EJHRXLWEYXX

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



adem s  de  denostarlos  p blicamente  frente  a  otros  funcionarios,á ú  
mediante el uso de expresiones groseras, lo que adem s de afectar laá  
dignidad de toda persona, podr a llegar a ser constitutivo del delito deí  
calumnia e injuria, previstos y sancionados en los art culos 412 y 416í  
del C digo Penal, respectivamente.ó

Por lo tanto, la medida aplicada mediante el decreto alcaldicio 
de  12  de  mayo  de  2022,  se  ajust  a  la  legalidad,  tomando  enó  
consideraci n los cargos formulados previamente, y la prueba recabadaó  
en  el  expediente  por  parte  del  fiscal,  sin  que  se  logre  apreciar 
infracci n a la garant a constitucional de igualdad ante la ley, lo queó í  
tambi n  fue  constatado por  parte  de  la  Contralor a  General  de  laé í  
Rep blica.ú

Cuarto: Que,  a  mayor  abundamiento,  del  an lisis  delá  
expediente,  se  verifica  que  existi  un  procedimiento  legalmenteó  
tramitado de conformidad a lo establecido en la Ley 18.883, llevado 
ante un fiscal nombrado para tal efecto, donde se tom  declaraci n aó ó  
las  partes  y  a  testigos,  hubo  formulaci n  de  cargos,  descargos,ó  
propuesta  de  sanci n,  entre  otros  m ltiples  tr mites,  todo  lo  cual,ó ú á  
permite concluir que no existi  un actuar ilegal o arbitrario de parte deó  
la  Municipalidad,  ni  tampoco  de  la  Contralor a  General  de  laí  
Rep blica, lo que lleva a rechazar la presente acci n constitucional.ú ó

Quinto: Que, por lo dem s, la garant a del debido proceso queá í  
invoca el actor como infringida, contenida en el art culo 19 N  3 incisoí °  
sexto de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, no es de aquellas queó í ú  
se  encuentran  protegidas  por  el  art culo  20,  norma  que,  al  hacerí  
menci n al numeral 3  del referido art culo 19, concede la acci n deó ° í ó  
protecci n frente a vulneraciones al derecho a un juez natural.ó

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 19 y 20í  
de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y en el Auto Acordado deó í ú  
la Excma. Corte Suprema sobre Tramitaci n y Fallo del Recurso deó  
Protecci n, ó se rechaza, sin costas, el recurso de protecci n deducidoó  
en favor de Mario Virgili Robles, en contra de la Ilustre Municipalidad 
de Algarrobo y de la Contralor a General de la Rep blica.í ú

Reg strese, comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í
N  Protecci n-23126-2023.° ó
No sujeta a anonimizaci n.ó
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Pronunciado por la Quinta Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por los Ministros (as) Alejandro

German Garcia S., Maria Cruz Fierro R. y Abogado Integrante Guillermo Ramiro Oliver C. Valparaiso,

nueve de enero de dos mil veinticuatro.

En Valparaiso, a nueve de enero de dos mil veinticuatro, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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